San José, 17 de marzo de 2015

                                                                            DJ-AJ-126-2015

Señor
Máster Francisco Arroyo Meléndez

Jefe,  Departamento de Personal
S. D

Estimado Señor: 




En atención al oficio Nº 4935-UCS-AS-2014 con fecha 17 de diciembre de 2014, suscrito por los máster Adriana Steller Hernández, Ronald Calvo Coto y José Luis Bermúdez Obando, Coordinadora de la Unidad de Componentes Salariales, Jefe de Administración Salarial y Subjefe del Departamento de Personal, respectivamente, se solicitó criterio legal, a la Asesora Jurídica, de ese entonces,  adscrita a dicha oficina,  acerca de la gestión presentada por el señor Jimmy Leandro Leandro, quien “solicita se le reconozca para efecto de anualidades y jubilación el período laborado en la Central Azucarera de Tempisque S.A.”;  le traslado el informe suscrito por el Lic. Jorge Kepfer Chinchilla, Coordinador del Área de Análisis Jurídico de esta Dirección.
   De usted atentamente, 
Karol Monge Molina 

       Subdirectora Jurídica a.i.  

cc: Ref: 95-15

jekech 

San José, 17 de marzo de 2015                                      
AJ-C21- 2015


Señora
Licda. Karol Monge Molina
Sub Directora a.i.
Dirección Jurídica
S   .D. 

Estimada señora:

En el oficio n° 4935-UCS-AS-2014 con fecha 17 de diciembre de 2014, suscrito por los máster Adriana Steller Hernández, Ronald Calvo Coto y José Luis Bermúdez Obando, Coordinadora de la Unidad de Componentes Salariales, Jefe de Administración Salarial y Subjefe del Departamento de Personal, respectivamente, se solicitó criterio legal, a la Asesora Jurídica, de ese entonces,  adscrita a dicha oficina,  acerca de la gestión presentada por el señor Jimmy Leandro Leandro, quien “solicita se le reconozca para efecto de anualidades y jubilación el período laborado en la Central Azucarera de Tempisque S.A.” 
De la gestión: 

1. El día 28 de noviembre de 2013, el señor Leandro Leandro presentó “Solicitud para estudio de Reconocimiento de Tiempo Servicio en otras Instituciones del Estado” y adjuntó, entre otros documentos, oficio de fecha 3 de julio de 2013 suscrito por la Asistente Recursos Humanos de CATSA, Emelina Ramírez Menocal, que expresamente indica: “El señor Leandro Leandro Jimmy, cédula de identidad número 1-0642-0934, con número de carnet de seguro social 1-0642-0934, ha laborado para Central Azucarera Tempisque S.A., desde el 01 de Febrero de 1987 hasta el de (sic) 30 de Setiembre de 1987, interrumpidamente, desempeñándose en el puesto de Asistente de Oficina.”

2. El día 21 de febrero de 2014, el gestionante aportó el oficio de fecha 3 de diciembre de 2013 suscrito por la Asistente Recursos Humanos de CATSA, Emelina Ramírez Menocal,  que literalmente señala: “El señor Leandro Leandro Jimmy, cédula de identidad 1-0642-0934, con número de carnet de seguro social 1-0642-0934, laboró para Central Azucarera Tempisque S.A., desde el 01 de Febrero de 1987 hasta el de (sic) 30 de Setiembre de 1987, desempeñándose en el puesto de Asistente de Oficina, el señor Leandro en este período no solicitó permiso sin goce salarial, es decir, laboró ininterrumpidamente. / El señor Leandro fue cesado, por el traslado de Oficinas de San José a Guanacaste, motivo por el cual fue (sic) se le dieron sus prestaciones laborales correspondientes.”
Presupuestos normativos:
El Poder Judicial, como parte de la Administración Pública, está  sujeto al principio de legalidad que rige el ejercicio y la totalidad de sus actuaciones. Éste encuentra fundamento en: 

· Artículo 11 de la Constitución Política: “Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes...”.
· Artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública: “1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.

2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa”. 

· Artículo 13 ídem: “1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos. 
2. La regla anterior se aplicará también en relación con los reglamentos, sea que éstos provengan de la misma autoridad, sea que provengan de otra superior o inferior competente”.

Teniendo como basamento general la anterior normativa, debe atenderse la de aplicación en el caso concreto:  

· Artículo 5 de la Ley de Salarios de la Administración Pública: “De acuerdo con esta escala de sueldos, cada categoría tendrá aumentos o pasos, de acuerdo con los montos señalados en el artículo 4 anterior, hasta llegar al sueldo máximo que será la suma del salario base más los pasos o aumentos anuales de la correspondiente categoría. (...) Los aumentos de salario serán concedidos por méritos a aquellos servidores que hayan recibido calificación por lo menos de “bueno”, en el año anterior, otorgándoseles un paso adicional, dentro de la misma categoría, hasta llegar al sueldo máximo”. (Así reformado por el artículo 1° de la Ley N° 6408, de 14 de marzo de 1980 y según lo dispuesto por la Sala Constitucional mediante resolución n° 15460-2008)
· Artículo 12 ídem: “Los aumentos de sueldo a que hace referencia el artículo 50 se concederán el primer día del mes cercano al aniversario del ingreso o reingreso del servidor y de acuerdo con las siguientes normas: (…) d) A los servidores del Sector Público, en propiedad o interinos, se les reconocerá, para efectos de los aumentos anuales a que se refiere el artículo 50 anterior, el tiempo de servicio prestado en otras entidades del Sector Público. Esta disposición no tiene carácter retroactivo” (Énfasis agregado).  
· Artículo 4 de la Ley de Salarios del Poder Judicial: “De acuerdo con la escala, cada categoría tendrá salarios intermedios o pasos, además de un salario base y de un salario máximo. Este último corresponderá a los aumentos que la Corte Plena considere necesarios, sin que su número pueda ser inferior a treinta.(…) Los aumentos de salario se otorgarán por méritos cada año, de acuerdo con las normas administrativas que al efecto dicte la Corte Plena y en tal caso se concederá el salario inmediato superior al que se estuviese devengando dentro de la misma categoría, hasta llegar al máximo”. 

· Artículo 12 ídem: “Los aumentos de sueldo que sean procedentes se concederán cada año a partir del ingreso, reingreso o ascenso del servidor, y estarán sujetos a las siguientes normas: (…)”
· Artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial: “Para el cómputo del tiempo servido, no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias e instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años…” (Énfasis agregado)
· Artículo 1 del Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros entes públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación en el Poder Judicial (Aprobado por Corte Plena en la sesión n° 36-06 celebrada el 4 de diciembre de 2006, artículo XI): “Ámbito de aplicación.- De conformidad con el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, este reglamento regula el reconocimiento del tiempo servido en el Poder Judicial, así como en el resto del Estado y demás entes públicos, para los efectos de las anualidades y la jubilación, que se concedan a todos los servidores judiciales tanto propietarios como interinos.” 
· Artículo 6 ídem: “Solicitud del reconocimiento de tiempo servido para efectos de las anualidades y la jubilación.- La solicitud de reconocimiento de tiempo servido para efectos de las anualidades y la jubilación, podrá realizarla el servidor activo en cualquier momento de su relación de servicio, independientemente del tiempo transcurrido.
En el caso de los jubilados del Poder Judicial, que no hayan solicitado el reconocimiento del tiempo servido durante su relación laboral con este Poder de la República, lo podrán hacer en el momento que a bien lo tengan, independientemente del tiempo transcurrido.-

El reconocimiento de tiempo servido en otros órganos del Estado, entes o empresas públicas, se efectuará a petición del funcionario o de la funcionaria interesada, para efectos de anualidades y de jubilación.”

· Artículo 10 ídem: “Reconocimiento de tiempo servido en otros entes públicos.-  A gestión del interesado, se deberá reconocer toda la antigüedad del servidor por los trabajos prestados en otros entes públicos (Administración Pública Central y Administración Pública Descentralizada), excepto cuando haya sido bajo la modalidad de servicios profesionales, es decir por el sistema de honorarios o cuando la remuneración haya sido mediante dietas.-
Se reconocerán anualidades por el tiempo servido a los empleados de los entes económicos de la Administración Pública, que se cataloguen como funcionarios públicos.

Para el cómputo del tiempo servido se tomará en cuenta todo el tiempo laborado en entes públicos en forma remunerada, de conformidad con las siguientes reglas:

1. El reconocimiento y pago de anualidades es procedente, aún cuando el servidor haya prestado servicios de manera discontinua, interina o en propiedad.

2. Se tomará en cuenta el tiempo de trabajo desde el período en que fue nombrado en un ente público o un ente económico de la Administración Pública.

3. Los períodos de permisos sin goce de salario iguales o superiores a un mes, no serán tomados en cuenta para el cálculo.

Las excepciones del artículo 4°, párrafo 2°, son aplicables al tiempo servido fuera de la institución.

4. Se pagarán aumentos anuales a partir del ingreso y del reingreso, cada vez que el servidor judicial cumpla 360 días (año salarial) de labor continua efectiva. Los anuales estarán sujetos a las siguientes reglas: 1) El porcentaje de la anualidad. 2) Las disposiciones de este inciso no rigen para los profesionales en ciencias médicas a los que se les aplica lo dispuesto en la Ley de Incentivos Médicos.

El reconocimiento del tiempo servido fuera del Poder Judicial, se hará de oficio o a solicitud de la parte interesada, y tendrán efectos desde el ingreso si ya tenía un año o más acumulados o a partir del momento en que se complete el primer año (sumando el tiempo reconocido y el que labore en forma efectiva en el Poder Judicial).

Asimismo, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 83 del Estatuto de Servicio Judicial, el cual expresamente establece que “los casos no previstos en esta Ley o en sus reglamentos se resolverán de acuerdo con la Ley Orgánica del Poder Judicial, el Código de Trabajo, los principios generales del Servicio Civil, las leyes y principios de derecho común, la equidad, la costumbre y los usos locales”, se debe tomar en consideración normas de otros cuerpos normativos:

· Artículo 1 de la Ley General de la Administración Pública: “La Administración Pública estará constituida por el Estado y los demás entes públicos, cada uno con personalidad jurídica y capacidad de derecho público y privado”.

· Artículo 111 ídem: “1. Es servidor la persona que presta sus servicios a la Administración o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura, con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva. 

2. A este efecto considéranse equivalentes los términos “funcionario público”, “servidor público”, “encargado de servicio  público” y demás similares, y el régimen de sus relaciones será el mismo para todos, salvo que la naturaleza de la situación indique lo contrario. 

3. No se consideran servidores públicos los empleados de empresas o servicios económicos del Estado encargadas de gestiones sometidas al derecho común”. (Énfasis agregado)

· Artículo 112 ídem: “1. El derecho administrativo será aplicable a las relaciones de servicio entre la Administración y sus servidores públicos. 
2. Las relaciones de servicio con obreros, trabajadores y empleados que no participan de la gestión pública de la Administración, de conformidad con el párrafo 3, del artículo 111, se regirán por el derecho laboral, o mercantil, según los casos.

3. Sin embargo, se aplicarán también  a estos últimos las disposiciones legales o reglamentarias de derecho público que resulten necesarias para garantizar la legalidad y moralidad administrativas, conforme lo determine por Decreto el Poder Ejecutivo. 

4. Para efectos penales, dichos servidores se reputarán como públicos”. 

· Artículo 1, inciso 3, del Código Procesal Contencioso Administrativo: “Para los fines de la presente Ley, se entenderá por Administración Pública: 

a) La Administración central.

b) Los Poderes Legislativo, Judicial y el Tribunal Supremo de Elecciones, cuando realicen funciones administrativas. 

c) La Administración descentralizada, institucional y territorial, y las demás entidades de Derecho público”.  

· Artículo 585 del Código de Trabajo: “Trabajador del Estado o de sus Instituciones, es toda persona que preste a aquél o a éstas un servicio material, intelectual o de ambos géneros, en virtud de nombramiento que le fuere expedido por autoridad o funcionario competente, o por el hecho de figurar en las listas de presupuestos o en los de pago por planillas. Cualquiera de estas últimas circunstancias sustituye, para todos los efectos legales, al contrato escrito de trabajo”.
· Artículo 1 de la Ley N° 5122, Crea la Corporación Costarricense de Desarrollo CODESA, cuerpo normativo derogado mediante ley n° 7656 de fecha 10 de enero de 1997, Ley de Liquidación de la Corporación Costarricense de Desarrollo CODESA: “Créase una empresa de capital mixto, con personería jurídica y patrimonio propio, la cual se denominará Corporación Costarricense de Desarrollo – denominación que podrá abreviarse CODESA-.”  
· Artículo 2 ídem: “La Corporación se constituye con las características de una sociedad anónima, y se regirá por las disposiciones de esta ley y sus reglamentos y supletoriamente por las disposiciones sobre la materia contempladas en el Código de Comercio.”
Presupuestos jurisprudenciales: 

Trabajadores del Estado

· Sala Segunda, sentencia n° 411 de las 9:40 horas del 14 de diciembre de 1994: “... tal supuesto opera como una prueba presuntiva, esencialmente desvirtuable en el plano de los hechos, tal y como resulta de la misma norma, cuando concibe al trabajador del Estado o de sus Instituciones como aquel que presta un servicio material, intelectual o de ambos géneros; de modo que la existencia real y efectiva del servicio es lo que debe imperar, en todo caso”. (énfasis agregado)
Funcionarios públicos

· Sala Segunda, sentencia n° 568 de las 9:20 horas del 8 de noviembre de 2002: “De conformidad con ese primer párrafo, con independencia de que la actividad que se realice sea imperativa, representativa, remunerada, permanente o pública, se considera servidor público a aquella persona que presta servicios para la Administración Pública, o que actúa a nombre y por cuenta de ésta  –en ejercicio de potestades públicas, que son poderes-deberes-, como parte de su organización, con base en un acto de nombramiento, válido y eficaz.  Entonces, con base en lo dispuesto en este primer inciso, para que una persona pueda ser considerada como servidor público, resulta fundamental que exista un acto administrativo formal de investidura y que éste sea válido y eficaz.  Sin la existencia de este acto concreto, que consiste en su formal nombramiento como tal servidor público, no puede tenérsele como tal.  En el segundo párrafo, se equiparan los términos de “funcionario público”, “servidor público”, “empleado público”, “encargado de servicio público”; indicándose que, el  régimen de sus relaciones, será el mismo para todos, salvo que la naturaleza de la situación indique lo contrario y ya en el último párrafo, se excluyen, como servidores públicos, a los empleados de las empresas o de los servicios económicos del Estado, encargados de las gestiones sometidas al derecho común...El Maestro Ortiz Ortiz (q.d.D.g.) señaló: “... nosotros no les estamos negando a estos trabajadores (hacía directa referencia a los trabajadores vinculados mediante un contrato de trabajo) ningún derecho que puedan tener con base en el Código de Trabajo, lo que nosotros decimos, en otras palabras, es que esa relación se rige por el Código de Trabajo y no por esta ley, que es una ley administrativa que crea un régimen especial... No es que les neguemos derecho, es que les reconocemos únicamente lo que ese estatuto laboral, común privado, le reconoce a cualquier trabajador común... es justamente lo que intentamos que los trabajadores de planillas no tengan ni las ventajas ni las cargas de los servidores públicos, porque son trabajadores comunes... Yo creo que tal vez el equívoco que se ha creado se podría desvanecer un poco cuando se lee el artículo 116 que dice: “Del derecho administrativo será aplicable a las relaciones de servicio entre la Administración y sus servidores públicos” con lo cual queremos decir que cuando se trate de servidores que no son públicos no se les aplicará el derecho administrativo... sino el derecho laboral, es decir, son simplemente trabajadores comunes...”; y, más adelante, agregó: “...La idea nuestra es hacer un deslinde claro entre lo que consideramos que deben ser trabajadores comunes del Estado y servidores regidos por el derecho público especial del Estado.”  Luego, en relación con los trabajadores de las empresas públicas, indicó: “... nosotros sostenemos que esos empleados de esas entidades deben ser considerados trabajadores comunes y no funcionarios públicos...”  De lo anterior se desprende, sin duda, que en la mente de los creadores del proyecto de la ley, estaba una clara diferenciación entre los trabajadores del Estado; pues, unos se estimaron servidores públicos, en sentido estricto; y, otros, trabajadores comunes del Estado, cuyas relaciones estaban sometidas al Derecho Laboral común; ... Se desprende, entonces, de manera general, una diferenciación entre los servidores públicos, sometidos a un régimen de Derecho Público; y, los trabajadores del Estado, regidos por el Derecho Laboral Privado, tal y como lo dejó expresamente establecido la Sala Constitucional, en los votos citados. (…)  “VI.-  Este concreto tema ya fue objeto de análisis por esta Sala y fue desarrollado ampliamente en la Sentencia N° 513, de las 9:50 horas, del 29 de agosto del año 2.001.  En dicho pronunciamiento, a la luz de la legislación vigente y de la doctrina que se desprende de la jurisprudencia constitucional, se concluyó: “De esa trascripción se desprende, sin duda, una clara diferenciación, de naturaleza legal, entre el personal de la Administración Pública; pues, con meridiana claridad, se deja ver que existen trabajadores –servidores públicos- sometidos a un régimen de empleo público; y, otros, también al servicio de la Administración Pública, pero cuyas relaciones se rigen por el Derecho Laboral Común... Surge, entonces, una clara división de los servidores de la Administración, en dos grupos: los regidos por el Derecho Público y los regidos por el Derecho Laboral.  Por último, también se desprende de lo expuesto que, en última instancia, la Sala dejó, en manos del juzgador ordinario, la tarea de establecer, en cada caso concreto, si la relación es o no estatutaria; y, de no serlo, se rige entonces por el Derecho Laboral Privado...”
· Sala Segunda, sentencia n° 569 de las 9:25 horas del 8 de noviembre de 2002: “En el Voto número 513, de las 9:50 horas, del 29 de agosto del 2001, esta Sala, al analizar las diferencias, concluyó, que:  “funcionario público, es todo aquél que, con independencia del carácter de la actividad que realice, haya sido nombrado como tal, mediante un acto formal de nombramiento, válido y eficaz, para ejercer potestades públicas, en el campo de su competencia;  ya sea en relaciones inter – orgánicas (empleado) o inter – subjetivas (funcionario).  Cuando se trate de trabajadores, cuyo ligamen con la Administración Pública no se haya producido en virtud de ese acto formal indispensable, y se trate de empleados de empresas o servicios económicos del Estado, encargados de gestiones sometidas al Derecho común; o de obreros, trabajadores o empleados, que no participan de la gestión pública, sus relaciones estarán entonces regidas por el Derecho Laboral Privado…  La calidad de funcionario público no es producto de una concesión derivada de un acto discrecional de la Administración;  el requerido nombramiento, o el acto de investidura, no es algo que queda a la libertad de la Administración; sino que su definición, en sus alcances jurídicos, quedó en manos del legislador…  En consecuencia, sólo en los concretos casos de excepción, previstos expresamente en los indicados numerales 111 y 112, de la Ley General de la Administración Pública, es cuando se puede estar en presencia de relaciones de servidores del Estado, sujetos al  régimen general o común del empleo privado”. (énfasis agregado).
Anualidades

· Sala Segunda, sentencia n° 181 de las 10:10 horas del 2 de octubre de 1991: “El reconocimiento de la antigüedad en el sector público, para efectos del pago de aumentos anuales por los servicios prestados en cualquiera de sus instituciones, estén o no cubiertas por regímenes de naturaleza estatutaria, encuentra fundamento en los artículos 4( y 12, inciso d), de la Ley de Salarios  de la Administración Pública, reformados por la Ley N( 6835, de 22 de diciembre de 1982.  A través de la primera norma, se estableció una nueva escala de salarios, al final de la cual se dijo expresamente que: "La anterior escala regirá para todo el Sector Público...". En la segunda disposición se dejó establecido: "A los servidores del Sector Público, en propiedad o interinos, se les reconocerá, para efectos de los aumentos a que se refiere el artículo 5(, anterior, el tiempo de servicios prestados en otras entidades del Sector Público. Esta disposición no tiene carácter retroactivo. Esta ley no afecta en sentido negativo el derecho establecido en las convenciones colectivas y convenios, en materia de negociación salarial".  Según se ha entendido, estas disposiciones vienen a ser una culminación de la aplicación en la Administración Pública de la teoría "del Estado PATRONO UNICO", cuya aplicación práctica busca un propósito bien claro, cual es el de corregir la injusticia que sufrían las personas que se trasladaban a trabajar de una institución a otra, dentro de ese mismo Sector, sin derecho, por la distinción formal que se hacía, a disfrutar de los beneficios que generalmente se obtienen de la antigüedad en la prestación del servicio con un patrono, de modo que se eviten discriminaciones chocantes con el Derecho Laboral.  ...el espíritu de la norma es claro en establecer mecanismos para tratar de igual manera, en ese campo, a todos los servidores del sector público, lo que no puede desconocerse, no sólo por la forma expresa de las normas, sino porque, como se dijo, las mismas no son sino parte de la evolución de ideas sobre la materia que han venido forjándose desde hace tiempo” (énfasis agregado)
Pronunciamientos de la Procuraduría General de la República:
Reconocimiento de tiempo servido en instituciones del Estado

· Dictamen OJ-090-2003 del 13 de junio de 2003: “A través de la Ley N° 6835 de 22 de diciembre de 1982, (que reformó la Ley de Salarios de la Administración Pública, No. 2166 de 9 de octubre de 1957) se reconoció con un aumento salarial (artículo 5 ibídem), todo el tiempo laborado por el funcionario en cualquier institución del Estado. Así, el artículo 12 inciso d) de esa legislación, dispone: "Artículo 12.- Los aumentos de sueldo a que hace referencia el artículo 5 se concederán el primer día del mes cercano al aniversario del ingreso o reingreso del servidor y de acuerdo con las siguientes normas: "(…)" d) A los servidores del Sector Público, en propiedad o interinos, se les reconocerá, para efectos de los aumentos anuales a que se refiere el artículo 5 anterior, el tiempo de servicio prestado en otras entidades del Sector Público. Esta disposición no tiene carácter retroactivo. …" 

Sobre el particular, tanto la jurisprudencia de los Tribunales de Trabajo, como de esta Procuraduría General, ha sido abundante y reiterada en cuanto a la antigüedad alcanzada por el servidor dentro de la Administración Pública, para efecto del reconocimiento y pago de los aumentos anuales. 

Precisamente, este Despacho ha expresado en varias oportunidades: "la jurisprudencia de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, reiteradamente ha delimitado los alcances del inciso d) del artículo 12 de la Ley de Salarios de la Administración Pública, en el sentido de que a todos los servidores públicos se les debe reconocer el tiempo servido con anterioridad en otras instituciones públicas, para efectos de la determinación de los aumentos anuales que deban corresponderles." (Dictámenes C-039-93 y C-114-2001). 

Tal y como se expresó en el segundo pronunciamiento antes descrito, "Sobra decir que, este tipo de normativa está diseñado, únicamente, para el personal que se encuentra en una relación estatutaria de servicio (laboral de empleo público) es decir, en donde existan los tres elementos primordiales que la caracterizan como tal; a saber, el salario, prestación personal del trabajo y la subordinación fáctica y jurídica", supuesto éste, que en definitiva, viene a conceptualizar el ligamen, al encontrarse presente el poder de dirección, fiscalización y vigilancia por parte del patrono sobre sus empleados, para la realización de las tareas, quienes a su vez, se encuentran obligados a obedecer." 

Por su parte, la autorizada doctrina es conteste, en indicar que: "el elemento que identifica el contrato de trabajo; consiste en un esencial contenido obligatorio: prestar trabajo para otros, en la organización de otros y bajo el poder de otros de determinar en concreto la prestación, teniendo como compensación una retribución." (Dantona, Massimo. "Los cambios del Derecho del Trabajo y el problema de la subordinación en el Derecho Italiano" Revista Debate Laboral, San José, Costa Rica, año II, número 4, 1989, pág 63.) 

Igualmente, esta Procuraduría ha señalado: "1.-Los primeros, son denominados por el artículo 111.2 de la Ley General de la Administración Pública como "funcionario público", "servidor público" o "empleado público", quienes, a través de la idoneidad comprobada, han adquirido la estabilidad en sus cargos, según las máximas constitucionales precitadas. En ese sentido, el régimen estatutario al que se encuentran sujetos, es el mismo que rige para cualquier funcionario que goza de los beneficios indicados, sin distingo de profesión o actividad en la que sirve a la Administración. Ligamen que, (aún cuando contienen los mismos elementos que lo configuran) lo distingue del empleo entre el trabajador y la empresa privada, precisamente por definirse aquél, de un carácter autónomo y unilateral, tal y como la autorizada doctrina lo ha explicado al subrayar que: "se trata de una situación jurídica, general, impersonal, objetiva, establecida en forma unilateral, y que, como cualquiera otra situación jurídica general, impersonal y objetiva es esencialmente modificable por el Estado, o por su administración en los casos en que tenga competencia. Se trata, por tanto, de una situación jurídica general, preexistente y fijada unilateralmente a la cual, el funcionario público ingresa por virtud de un acto administrativo, y que ha sido establecido previamente por el Estado, independientemente de su voluntad." (Dictamen No. 160-99 de 10 de diciembre de 1999).

"En esa medida de razonamiento, el artículo 111 de la citada Ley General de la Administración Pública, es claro en establecer que, toda persona que presta servicios a la Administración o a nombre y por cuenta de ésta, como parte de su organización, en virtud de un acto válido y eficaz de investidura, con entera independencia del carácter imperativo, representativo, remunerado, permanente o público de la actividad respectiva, se conoce como "funcionario público", "servidor público", "empleado público", encargado de servicio público y demás similares." (Dictamen C-114-2001). 

En sentido similar a las anteriores consideraciones jurídicas se han pronunciado y pueden consultarse nuestros Pronunciamientos C-141-1999, C-195-2001, C-250-2001, C-116-2002, C-333-2002, C-017-2003 y OJ-021-2003”. (Énfasis agregado)

· Dictamen C-294-2002 del 4 de noviembre de 2002: “El razonamiento expuesto, tiene cabida inmediata en lo que reiteradamente ha expresado la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en punto a la materia de análisis, así: "XI.- En opinión de esta Sala, entonces, los artículos 191 y 192 de la Constitución Política, fundamentan la existencia, de principio, de un régimen de empleo regido por el Derecho Público, dentro del sector público, como ha quedado claro del debate de la Asamblea Nacional Constituyente y recoge incipientemente la Ley General de la Administración Pública. Este régimen de empleo público implica, necesariamente, consecuencias derivadas de la naturaleza de esa relación, con principios generales propios, ya no solamente distintos a los del derecho laboral (privado), sino muchas veces contrapuestos a éstos, obviamente, la declaración contenida en esta sentencia abarca la relación de empleo que se da entre la administración (o mejor, administraciones) pública y sus servidores, más en aquellos sectores en que haya una regulación (racional) que remita a un régimen privado diferente de empleo, la solución debe ser diferente..." (Ver Resolución de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, número 1696-92, de las 15:30 horas del 23 de agosto de 1992). 
En adición a lo anterior, debe tenerse presente que si bien el artículo 191 transcrito refiere a "un estatuto de Servicio Civil", como cuerpo legal base de esas relaciones públicas de empleo, abundante jurisprudencia en el tema reconoce que el legislador, además de ese Estatuto, ha regulado ese régimen de empleo público en diversa normativa, misma que en esencia se rige por el respeto a los principios que amparan esas relaciones, sea la idoneidad comprobada y la estabilidad en el cargo. 

En este sentido, ha señalado la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, mediante sentencia número 2001-00322, de las 10 horas y diez minutos del 13 de junio de 2001, que: "Al respecto está claro que, los artículos 191 y 192 de la Constitución Política contemplan, en sentido amplio, un régimen especial de servicio para todo el sector público o estatal, basado en los principios fundamentales de especialidad para el servidor público, el requisito de idoneidad comprobada para el nombramiento y la garantía de estabilidad en el servicio, con el fin de lograr mayor eficiencia en la Administración; a la vez que otorgan, en especial el segundo numeral citado, una serie de derechos públicos, pero que sólo fueron enunciados por el constituyente, dejándole al legislador la tarea de normarlos de manera concreta y de especificarlos a través de la ley ordinaria. Aunque el constituyente optó porque fuera un único cuerpo legal, el que regulara el servicio público y desarrollara las garantías mínimas, contempladas en la propia Constitución (por eso se indicó que "Un estatuto de servicio civil regulará las relaciones entre el Estado y los servidores públicos..."), el legislador decidió regular el servicio, no de modo general, sino por sectores; emitiéndose, entonces, no sólo el Estatuto del Servicio Civil (aplicable a los funcionarios del Poder Ejecutivo), sino también otra serie de normas, tendientes a regular la prestación de servicios en otros poderes del Estado e instituciones del sector público; pero, los principios básicos del régimen, cubren a todos los funcionarios del Estado; tanto de la administración central, como de los entes descentralizados."
   ...Finalmente, en alusión a la tercera interrogante de este aparte, en donde se cuestiona el fundamento legal para el reconocimiento de las anualidades a los servidores del área técnica, nombrados con posterioridad a la entrada en vigencia de la Ley en análisis, es importante señalar que tal reconocimiento se fundamenta en la Ley de Salarios de la Administración Pública, que es Ley número 2166, de fecha 9 de octubre de 1957, la cual ha sido reformada en varias oportunidades, citando como las más recientes las operadas en virtud de la promulgación de las leyes números 6408 de 14 de mayo de 1980, y la número 6995, de fecha 22 de julio de 1985. En este sentido, es dable traer a colación la normativa que sobre el tema de las anualidades contiene el referido Cuerpo Legal, en sus numerales 5 y 12, que al efecto disponen: "Artículo 5º.- De conformidad con esta escala de sueldos, cada categoría tendrá aumentos o pasos, hasta un total de treinta, de acuerdo con los montos señalados en el artículo 4º anterior, hasta llegar al sueldo máximo, que será la suma del salario base más los treinta pasos o aumentos anuales de la correspondiente categoría. Todo servidor comenzará devengando el mínimo de la categoría que le corresponde al puesto, salvo en casos de inopia a juicio del Ministro respectivo y de la Dirección General de Servicio Civil. Los aumentos anuales serán concedidos por méritos a aquellos servidores que hayan recibido calificación por lo menos de "bueno", en el año anterior, otorgándoseles un paso adicional, dentro de la misma categoría, hasta llegar al sueldo máximo (…)". "ARTICULO 12.- Los aumentos de sueldo a que hace referencia el artículo 5º se concederán el primer día del mes cercano al aniversario del ingreso o reingreso del servidor y de acuerdo con las siguientes normas (…) d) A los servidores del Sector Público, en propiedad o interinos, se les reconocerá, para efectos de los aumentos anuales a que se refiere el artículo 5º anterior, el tiempo de servicios prestados en otras entidades del Sector Público. Esta disposición no tiene carácter retroactivo. Esta ley no afecta en sentido negativo el derecho establecido en las convenciones colectivas y convenios, en materia de negociación salarial. (Así adicionado por el artículo 2 de la ley No.6835 de 22 de diciembre de 1982. NOTA: El artículo 15 de la Ley de Presupuesto No.6995 de 22 de julio de 1985 afecta el presente inciso al disponer: "De acuerdo con lo establecido en la Ley Nº 6835, se reconocerán aumentos anuales a los funcionarios públicos nombrados interinamente. El primero de estos aumentos se reconocerá a partir del 1º de enero de 1985 a los funcionarios que tengan un año o más de servir interinamente o conforme cumplan un año de servicio, el segundo aumento anual se reconocerá en el año 1986, y así sucesivamente. El Servicio Civil reglamentará lo establecido en este artículo."). 
    

De acuerdo a los numerales transcritos, y teniendo en consideración lo examinado sobre el régimen de empleo público que impera en el Consejo Técnico de Aviación Civil, podemos señalar que la Ley de Salarios de la Administración Pública, constituye el fundamento por el cual deben reconocérseles las anualidades a los servidores en cuestión. Lo anterior, en virtud de que de acuerdo a lo esbozado, en este tipo de régimen, son de aplicación las normas y principios del Derecho Administrativo (Recuérdese que el artículo 112 de la Ley General de la Administración Pública, refiere que "El Derecho Administrativo será aplicable a las relaciones de servicio entre la Administración y sus servidores públicos"), y en tal sentido, resulta perfectamente permisible remitirse al inciso d) del numeral 12 recién transcrito, para reconocer, en la misma forma, y a todos los servidores estatales, el tiempo de servicio prestado en ese sector, según lo estipulado en los numerales de referencia. 

Valga señalar, para finalizar sobre este aspecto, que nuestra jurisprudencia nacional ha sido abundante en el tema del reconocimiento de las anualidades a los servidores públicos, por lo que a manera de ilustración, citamos un extracto de la resolución de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, Número 9, de las 9 horas con 30 minutos del 15 de enero de 1993, en donde se indicó: "...Según se ha entendido, estas disposiciones vienen a poner de manifiesto, en la Administración Pública, la teoría "del Estado como patrono único" cuya aplicación práctica busca un propósito bien claro: corregir la injusticia que sufrían las personas que se trasladaban a trabajar de una institución a otra, dentro de ese mismo sector, sin derecho, por la distinción formal que se hacía, a disfrutar de los beneficios que, se obtienen de la antigüedad en la prestación del servicio con un patrono, de modo que se eviten discriminaciones chocantes con el Derecho Laboral. Como es sabido, la aplicación de esta tesis ha venido dándose en forma progresiva, primero para ciertos efectos, como vacaciones, jubilaciones y pensiones, cesantía, aumentos anuales, y se plasmó en la Ley No. 6835 antes citada, para los fines que en ella se indican, cuya aplicación, no obstante que las modificaciones se hicieran en la Ley General de Salarios de la Administración Pública, No. 2166 de 9 de octubre de 1957, y sus reformas, que se dictó de acuerdo con previsiones del Estatuto de Servicio Civil en materia de Salarios del Poder Ejecutivo, debe ser general, porque, amén de llenar su cometido dentro de ese contexto específico, el espíritu de la norma es diáfana en establecer mecanismos para tratar de igual manera, en ese campo, a todos los servidores del sector público, lo que no puede desconocerse, no solo por la forma expresa de las normas, sino porque, como se dijo, las mismas no son sino parte de la evolución de ideas sobre la materia que han venido forjándose desde hace tiempo. Si el legislador hubiera querido darle a la reforma una aplicación específica o particular no había hecho otras manifestaciones, de modo que si las hizo expresando que regirá "...para todo  el Sector Público..." y dejó a salvo los derechos adquiridos a través de convenciones colectivas que pudieran haberse dado en algunas áreas de ese Sector (cuya práctica lleva a concebirlo ya como general), lo que necesariamente debe concluirse es lo que dedujo la Sala, o sea la aplicación extensiva..." (Énfasis agregado)

Corporación Costarricense de Desarrollo (CODESA)

· Dictamen C-046-1995 de fecha 9 de marzo de 1995: “ELEMENTO SUBJETIVO: PARTICIPACION ESTATAL. En toda empresa pública participa el Estado u otra persona pública estatal, como representante del interés general. Tal participación o intervención puede ser: en el patrimonio, caso en que la empresa pública puede ser estatal, o en el control y administración únicamente, caso en que la empresa puede ser no estatal. 

El adjetivo "pública" se predica de toda empresa que de una u otra manera sea controlada por el Estado. El control constituye el rasgo definitorio de la publicidad de la empresa, ya resulte él por ser el propio Estado titular único o mayoritario del paquete accionario, o porque el Estado ejerza la administración de la entidad por imperio de las leyes 17507 y 18832." (DROMI, José Roberto, Derecho Administrativo Económico, Tomo I, Buenos Aires, Editorial Astrea, 1980, pp. 78-80) (Lo resaltado no está contenido en el original) 

En nuestro medio, la doctrina se ha pronunciado en los siguientes términos sobre la empresa pública-ente privado: 

"En el primer caso, puede que el Estado constate la existencia de determinadas sociedades mercantiles cuyo capital está en manos privadas y que desee incorporarlas al sector económico bajo su control, pero sin despojarlas de su forma y funcionamiento normales. Ante tal evento, procede a la adquisición -paulatina o instantánea, por compra o por expropiación- del paquete accionario, constituyéndose así en el accionista mayoritario o único de la sociedad. Lo relevante del caso, según las observaciones de GORDILLO, es que la dirección de la empresa no la realizará el Estado por los cauces tradicionales -administrativos- sino desde adentro mismo de la sociedad y por sus propios cauces comerciales tradicionales, es decir, reuniendo la asamblea de accionistas en la que los funcionarios que el Estado designe serán los únicos presentes -o los que detentan el más voluminoso paquete accionario-, y sometiendo a su consideración y decisión quienes hayan de ser en adelante los directores de la sociedad y a qué pautas deberán ajustar la dirección de la empresa. En nuestro medio, RECOPE es un buen ejemplo de esto. En un segundo supuesto, puede ocurrir que el Estado, luego de tener en su poder los elementos necesarios para constituir una empresa en sentido económico, decida darle ab initio una forma jurídica privada. En CODESA tenemos un buen exponente de este evento." (DELSASO ARAUZ, Gladys, Empresa Pública y empresa privada del Estado, en Revista Judicial, San José, Corte Suprema de Justicia, Nº 44, Setiembre 1988, p.) 

"La empresa-ente privado, o bien la sociedad mixta, es formalmente una sociedad como cualquier otra: constituida conforme al Código de Comercio y regida por éste. La participación pública debe ser tal que le permita a la administración controlar económicamente la sociedad, lo que se logra controlando la asamblea general de socios que es la que nombra a los administradores. Fuera de esta relación no se da otra entre la administración pública propietaria de las acciones y la sociedad." (MURILLO, Mauro, La Empresa Pública, en Derecho Constitucional Costarricense, San José, Editorial Juricentro, 1983, pp. 309-310)
"Cuando el Estado o un ente público es dueño de la totalidad (como en el caso de CODESA respecto de FERTICA) o de la mayoría de las acciones de una sociedad mercantil común, puede maniobrar ésta a la medida de sus intereses y esa sociedad se convierte en empresa pública; si, a la inversa, el Estado o ente público son minoritarios, la empresa será privada. Lo decisivo en este aspecto es la titularidad del control sobre las decisiones y políticas de gestión de la sociedad: si ese control está en manos del Estado, la sociedad en cuestión será pública, y a la inversa. Y para este efecto da lo mismo la presencia del Estado que la de cualquier otro ente público. Así lo explica el conocido autor venezolano Allan Brewer Carías, Las Empresas Públicas en el Derecho Comparado, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1967, pág. 122, cuando dice: 

"En la calificación de economía mixta de una sociedad también entran en juego las proporciones respectivas del capital público y privado, exigiéndose generalmente que exista una participación tal que los capitales público y privado comparten la dirección de la empresa. Por tanto, la existencia de una mínima proporción de capital privado en la empresa y, por tanto, de una influencia total del Estado, hará pensar más bien que se está en presencia de una sociedad comercial pública. Al contrario, si la presencia del Estado en el capital representa una mínima proporción, se estará en presencia antes de que en una empresa de economía mixta, en el llamado accionariado del Estado." 

(...) 

Es decir: es pública la sociedad que posee exclusiva o mayoritariamente el Estado u otro ente público o, más bien, se reputa sociedad estatal o de ente público aquella en la que el Estado o ente público es socio único o mayoritario" (ORTIZ ORTIZ, Eduardo, La empresa pública como ente público, en REVISTA IUSTITIA, San José, Nº 52, Año 5, pp. 5, 7) 

A nivel de la jurisprudencia, se han establecido las siguientes pautas de análisis "... cierto que pueden existir sociedades en las que el Estado es un mero o simple socio, es decir, un propietario más, sociedades que operan al igual que todas las similares, sin distinciones y regidas del todo por el derecho privado, pero esto por no ejercer función administrativa alguna; situación que, como se verá, no es la de autos. 

III.- Que sin duda CODESA realiza función administrativa: basta con recalcar que tiene a su cargo la promoción del desarrollo económico, cometido esencial de todo Estado en donde no se haya llegado a la meta; por lo demás, el Tribunal Superior indicó otros elementos que reafirman las atribuciones administrativas de aquella codemandada, como son los que se refieren a su origen -legal y no meramente asociativo-, régimen legal preferente de actuación, propiedad de la mayoría de las acciones, fuente de ingresos y sistema de control o tutela (incluido entre esto lo del nombramiento y remoción de los Directores por el Consejo de Gobierno), y de ahí que, necesariamente, CODESA, a los fines de la impugnación jurisdiccional del acto administrativo que ha dado lugar al proceso, sea una de las entidades a que se refiere el artículo 87 de la Ley de lo Contencioso Administrativo." (SALA DE CASACION. No. 45 de las 15:30 horas del 17 de mayo de 1978) 

"Ahora bien, el solo hecho de que una empresa, asociación o sociedad tenga fines de interés público, no bastaría para situarla en el ámbito del Derecho Público, pues existen entidades privadas que cumplen fines de ese carácter. Pero es evidente que CODESA realiza funciones público-administrativas, y no se ve de qué manera podría calificarse como institución de Derecho Privado, en vista de la forma en que está organizada, de su régimen de administración y de sus fines, que son inherentes al Estado, pues CODESA tiene como objetivo "promover el desarrollo del país, mediante el fortalecimiento de las empresas privadas costarricenses dentro del régimen nacional de economía mixta", según lo dice el artículo 4 de la Ley No. 5122; de suerte que sus funciones se identifican con lo que dispone el artículo 50 de la Constitución, a cuyo tenor el Estado debe organizar y estimular la producción, como uno de los medios con que "procurará el mayor bienestar a todos los habitantes". Instituciones de la índole especial de CODESA -y debe hacerse hincapié sobre ello, para que no se interprete con otros alcances lo que se viene explicando-, forman una nueva categoría respecto de los organismos públicos tradicionales y los organismos privados, a diferencia también de otras empresas de economía mixta que sí son de carácter privado. No podría afirmarse que entidades como CODESA sean organismos "estatales", con el sentido absoluto en que el término se usa corrientemente para referirse a las dependencias del Gobierno Central o de las instituciones autónomas; pero sí constituyen una prolongación de la Administración Pública; y es obvio que se acercan mucho más a esas instituciones que a las de carácter privado con fines de interés público. Concretamente en lo que atañe a CODESA, en realidad no puede negársele el carácter de entidad pública, puesto que, aparte de lo que antes se dijo sobre los fines que persigue, el predominio del Estado en la administración y en el capital de la empresa y, a la vez, el régimen de consulta y coordinación con los órganos públicos que se citan en el artículo 9 de la Ley que la rige (No. 5122 de 16 de noviembre de 1972), le imprimen aquella característica en forma indudable, y muy lejos se encuentra el Estado, en relación a CODESA, de ser un simple accionista de una sociedad anónima. Podrá haber otras empresas de carácter mixto en que no se presente ese fenómeno de Derecho Público; pero de CODESA bien cabe decir que es una corporación pública de economía mixta, y no una empresa (privada) de economía o capital mixto."(SALA DE CASACION. No. 106 de las 13 horas del 22 de diciembre de 1978). 

Para el caso que nos ocupa, interesa determinar si FERTICA puede reputarse como una "empresa pública" a raíz tanto del proceso de privatización que se opera en esta subsidiaria de CODESA como por la participación que sobre su patrimonio y control ostenta en la actualidad el Estado. 

En lo que se refiere al primer aspecto, cabe recordar que mediante artículo 55 de la Ley para el Equilibrio Financiero del Sector Público (Ley Nº 6955 de 24 de febrero de 1984) se dispuso, en lo que interesa, lo siguiente: 

Artículo 55.- 

Se autoriza a la Corporación Costarricense de Desarrollo, S. A., para que pueda vender las acciones de sus empresas, previo acuerdo, en cada caso, del Consejo de Gobierno, en la forma y condiciones que el mismo establezca, para lo cual se ajustará a las estipulaciones siguientes: 

a) CODESA podrá vender la totalidad de sus acciones en empresas creadas por escritura pública, salvo lo que se establece en los incisos h) y l). (...) 

g) De las acciones pertenecientes al Estado en las empresas Fertilizantes de Centroamérica Costa Rica, S. A., y Cementos del Pacífico, S. A., únicamente podrán venderse hasta en un cuarenta por ciento de las mismas. 

(...) 

j) En la compra de acciones no podrán participar funcionarios ni empleados de la Corporación Costarricense de Desarrollo, S. A., ni de sus empresas subsidiarias, salvo que se trate de obreros o empleados de las mismas, constituidos en algún tipo de organización social de trabajadores. La venta de acciones a que se refiere este artículo, estará sujeta a las prohibiciones que establece el artículo 107 de la Ley de la Administración Financiera. 

k) las acciones que posee CODESA, en la Central Azucarera Tempisque, S. A., en Cementos del Valle, S. A., únicamente podrán venderse al sector cooperativo nacional, previo avalúo por parte de la Contraloría General de la República, y mediante los trámites de licitación pública." (Énfasis agregado)

· Dictamen C-156-90 de fecha 17 de setiembre de 1990: “Debemos asimismo señalar, para mayor claridad que la naturaleza jurídica de CODESA ya ha sido claramente definida por nuestros Tribunales de Justicia, y concretamente la antigua Sala de Casación en diversas resoluciones como la Nº 45 de las 15 hrs. 30 minutos del 17 de mayo de 1978; y la Nº 106 de las 13 horas del 22 de diciembre de 1978, concluyeron que el ente se debía catalogar como una entidad descentralizada, perteneciente por lo tanto a la Administración Pública Descentralizada, y como tal regulada por una serie de normas del derecho público que facultan el marco de actuación en los fines propios para los cuales CODESA fue creado. El primero de esos fallos en uno de sus considerandos señaló: 
" ...cierto que pueden existir sociedades en las que el Estado es un mero o simple socio, es decir, un propietario más: sociedades que operan al igual que todas las similares, sin distinciones y regidas del todo por el derecho privado, pero esto no por ejercer función administrativa alguna, situación que, como se verá, no es la de autos.-

III. Que, sin duda, CODESA realiza función administrativa; basta con recalcar que tiene a su cargo la promoción del desarrollo económico, cometido esencial de todo Estado en donde no se haya llegado a esa meta; por lo demás, el Tribunal Superior indicó otros elementos que reafirman las atribuciones administrativas de aquella codemandada, como lo son los que se refieren a su origen legal y no meramente asociativo-, régimen legal preferente de actuación, propiedad de la mayoría de las acciones, fuente de ingresos y sistema de control o tutela (incluido entre esto lo del nombramiento y remoción de los Directores por el Consejo de Gobierno ); y de ahí que, necesariamente, CODESA... sea una de las entidades a que se refiere el artículo 87 de la Ley Contencioso Administrativa ". (Énfasis agregado)
Antecedentes administrativos:
1. El Consejo Superior en sesión n.° 07-99 celebrada el 26 de enero de 1999, artículo XLVII, para efectos de antigüedad y jubilación, acordó: “Reconocer a las siguientes personas el tiempo laborado en otras instituciones del Estado: (…)  d) (…), Auxiliar Judicial 3 C de la Fiscalía Adjunta del Segundo Circuito Judicial de San José, Goicoechea; 4 años, 5 meses y 7 días laborados en CODESA.”

2. El Consejo Superior en sesión n.° 19-04 celebrada el 16 de marzo de 2004, artículo XXIII, dispuso: “Reconocer a las siguientes personas, para los efectos de antigüedad y jubilación, el tiempo laborado en otros entes del Estado que en cada caso se dirá: (…) 7) (…), Juez 3 del Juzgado Penal de Heredia, 3 años, 1 mes y 5 días laborados para CODESA.”

3. El Consejo Superior en sesión n.° 19-08 celebrada el 11 de marzo de 2008, artículo LIX, acordó: “1.) Tener por rendidos los informes anteriores. 2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica el Poder Judicial, reconocer para efectos de anualidades y jubilación el tiempo laborado por (…), para Cementos del Valle S.A. 3.) El Departamento de Personal, elaborará los cálculos respectivos y rendirá el informe correspondiente.” (En este punto se debe tomar en consideración que Cementos del Valle S.A. fue subsidiaria de CODESA)
4. El Consejo Superior en sesión n.° 94-11 celebrada el 8 de noviembre de 2011, artículo XXX, dispuso: “1) Acoger el informe rendido por el Departamento de Personal, y por los motivos en él contenidos, denegar la solicitud de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, presentada por (…) para efectos de jubilación. 2.) Reconocer para efectos de anualidades únicamente el tiempo servido por doña Edibeth para Cementos del Pacífico S.A. (CEMPASA) del 13 de julio al 23 de diciembre de 1987. / El Departamento de Personal tomará nota para los fines consiguientes.” (En este punto se debe tomar en consideración que Cementos del Pacífico S.A. fue subsidiaria de CODESA)

5. El Consejo Superior en sesión n.° 41-13 celebrada el 25 de abril de 2013, artículo XXI, acordó: “1.) Tener por rendido el informe de la Magistrada Zarela Villanueva Monge, Presidenta en ejercicio de la Corte Suprema de Justicia. 2.) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, reconocer para efectos de anualidades y jubilación al (…), Fiscal Auxiliar de la Fiscalía General de la República, 5 meses laborados para la Corporación Costarricense de Desarrollo CODESA (…)”
6. El Consejo Superior en sesión n.° 40-14 celebrada el 2 de mayo de 2014, artículo XLVIII, dispuso: “1.) Reconocer para efectos de anualidades y jubilación al (…), Juez del Juzgado de Ejecución de la Pena, de Cartago, 18 años, 5 meses y 28 días, laborados para el Ministerio de Ambiente, Energía y Minas, Corporación Costarricense de Desarrollo – CODESA, Asamblea Legislativa…” 
Conclusiones:

1. El Poder Judicial, como parte de la Administración Pública, se encuentra sujeto al principio de legalidad, por ende, todas sus actuaciones deben estar conforme a lo que esté autorizado en forma expresa en nuestra Constitución y demás cuerpos normativos.
2. Los documentos suscritos por la Asistente Recursos Humanos de CATSA, Emelina Ramírez Menocal, de fechas 28 de noviembre de 2013 y 21 de febrero de 2014, hacen constar que el señor Leandro Leandro prestó sus servicios en la Central Azucarera Tempisque S.A. del 1 de febrero al 30 de setiembre de 1987. 

3. CODESA ha sido catalogada por la jurisprudencia administrativa como una entidad descentralizada de la Administración Pública, que ejerce función pública y administrativa. La Procuraduría General de la República en dictamen C-046-1995 de fecha 9 de marzo de 1995 manifestó: “…es evidente que CODESA realiza funciones público-administrativas, y no se ve de qué manera podría calificarse como institución de Derecho Privado, en vista de la forma en que está organizada, de su régimen de administración y de sus fines, que son inherentes al Estado, pues CODESA tiene como objetivo "promover el desarrollo del país…” Más adelante, en ese mismo dictamen, señaló: “No podría afirmarse que entidades como CODESA sean organismos "estatales", con el sentido absoluto en que el término se usa corrientemente para referirse a las dependencias del Gobierno Central o de las instituciones autónomas; pero sí constituyen una prolongación de la Administración Pública; y es obvio que se acercan mucho más a esas instituciones que a las de carácter privado con fines de interés público. Concretamente en lo que atañe a CODESA, en realidad no puede negársele el carácter de entidad pública…” 

4. De la investigación realizada a la Central Azucarera Tempisque S.A., propiamente, se determinó que la misma fue subsidiaria de CODESA. De igual manera, su sitio en Internet
 indica: 
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Una empresa que desde sus inicios fue creada para impulsar el desarrollo de la
provincia de Guanacaste.

En el afio 1975, se fund6 CATSA, como una subsidiaria de CODESA , empresa gubernamental fundada en 1972, creada bajo un esquema de capital mixto, pero con caracteristicas de

sociedad anénima.
En febrero de 1984, 3 través de la ley No. 6955, se permite la venta de las acciones de las subsidiarias de CODESA.

s asi como en 1987, CATSA pasa a FINTRA (Fiduciaria de Inversiones Transitorias), a la cual se le autoriza en el afio 1988, vender las acciones de la empresa. Estas fueron adquiridas en

1989, por el Sector Cooperativo Nacional.

£n 1997, CATSA pasa a ser parte del grupo de capital privado Centroamericano, a partir de este momento se ha generado una importante inversion en la empresa, a sus empleados y una

preocupacién por un impacto positivo en las comunidades cercanas, como parte del crecimiento econémico y compromiso social.




Criterio Legal: 

Analizado el cuadro fáctico, normativo y jurisprudencial expuesto, esta asesoría concluye que la gestión del señor Jimmy Leandro Leandro, sea el reconocimiento del tiempo servido en la Central Azucarera Tempisque S.A. para efecto de anualidades y jubilación, resulta atendible parcialmente; toda vez que el reconocimiento sí procede para anualidades mas no para jubilación por las razones que a continuación se exponen:

1.- La Central Azucarera Tempisque S.A. se fundó como subsidiaria de CODESA y con el pasar del tiempo entró a formar parte del sector privado
. En virtud de ello, para este estudio interesa determinar cuál es la naturaleza jurídica de CODESA, toda vez que el tiempo a reconocer data de 1987. La Procuraduría General de la República mediante dictamen C-046-1995 de fecha 9 de marzo de 1995 señaló: “No podría afirmarse que entidades como CODESA sean organismos “estatales”, con el sentido absoluto en que el término se usa corrientemente para referirse a las dependencias del Gobierno Central o de las instituciones autónomas; pero sí constituyen una prolongación de la Administración Pública; y es obvio que se acercan mucho más a esas instituciones que a las de carácter privado con fines de interés público. Concretamente en lo que atañe a CODESA en realidad no puede negársele el carácter de entidad pública…”

2.- Así las cosas, en relación con el pago de las anualidades se tiene que estas están reguladas en el artículo 12 de la Ley de Salarios de la Administración Pública que reza: “Los aumentos de sueldo a que hace referencia el artículo 5° se concederán el primer día del mes cercano al aniversario del ingreso o reingreso del servidor y de acuerdo con las siguientes reglas… d) A los servidores del Sector Público, en propiedad o interinos, se les reconocerá, para efectos de los aumentos anuales a que se refiere el artículo 5° anterior, el tiempo de servicio prestado en otras entidades del Sector Público. Esta disposición no tiene carácter retroactivo.” (El subrayado no corresponde al original). Numeral que ha sido analizado en diversas ocasiones por parte de la Procuraduría General de la República y en el año 2005, mediante dictamen C-247-2005 de fecha 4 de julio, cambió de criterio y sostuvo que el reconocimiento de aumentos de anuales dispuesto en el artículo de cita no hace distinción entre las instituciones del sector público estatales y las no estatales, ya que se refiere al “sector público” en términos generales. En consecuencia, el reconocimiento de anualidades sí procede para toda institución pública, sea estatal o no. O de economía mixta. 

3.- En consecuencia, el reconocimiento de tiempo servido en la Central Azucarera Tempisque S.A., como subsidiaria de CODESA, sí resulta procedente para efectos de anualidades; por cuanto la norma solamente exige que la institución para la cual se laboró sea pública. 

4.- Por otra parte, para que el reconocimiento de tiempo servido tenga efectos de jubilación quien lo solicita debe cumplir con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial que dispone: “Para el cómputo de tiempo servido, no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias e instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años…”; mismo que fue interpretado por Corte Plena en la sesión n° 26-10 celebrada el 20 de setiembre del 2010, artículo XIII, de la siguiente manera: 
“Acoger la propuesta del Magistrado Aguirre, por ende interpretar el referido artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el sentido de que sólo se podrá reconocer para efectos jubilatorios el tiempo servido en el Estado (ente mayor), entendiendo como parte del Poder Ejecutivo, al Poder Legislativo y al Poder Judicial; así como a los órganos constitucionales tales como el Tribunal Supremo de Elecciones, la Defensoría de los Habitantes y la Contraloría General de la República; quedando excluidas las dependencias o instituciones públicas de carácter no estatal. Así votaron los Magistrados Rivas, Escoto, Aguirre, Villanueva, Vega, Camacho, Ramírez, Arroyo, Chinchilla y el Suplente Estrada Navas. 
Los Magistrados Mora, Solís, Armijo, Jinesta, Castillo y los Suplentes Meza Lazarus y Hernández Gutiérrez emitieron su voto conforme a la propuesta planteada por los Magistrados Jinesta y Castillo, en el sentido de reconocer el tiempo servido en la forma indicada y, además, el prestado para la administración descentralizada corporativa (municipalidades), los colegios profesionales, la descentralizada corporativa industrial y comercial y en las otras entidades a las que la ley les da el carácter de no estatales; siempre que las relaciones de empleo sean de naturaleza pública.”
5.- Así las cosas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 mencionado y la interpretación dada a este por parte de Corte Plena, el tiempo servido en la Central Azucarera Tempisque S.A., como subsidiaria de CODESA, no resulta procedente para efectos de jubilación por no pretender el reconocimiento de años laborados en una empresa no estatal. 

6.- Finalmente, no se omite indicar que al día de hoy existe una discrepancia de criterio, respecto al reconocimiento de tiempo servido en instituciones que componen la Administración Descentralizada para efectos de jubilación, entre el Consejo Superior y Corte Plena. En ese sentido, se aclara que Corte Plena fue clara en señalar que el reconocimiento de ese tipo de instituciones no procede para efectos de jubilación, sin embargo, posterior a esa data el Consejo Superior ha aprobado reconocimientos en ese sentido; tal y como se evidencia en el apartado titulado “Antecedentes Administrativos”, incisos 5 y 6. 
Elaborado por:
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